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ASIIIITO: Recurso de amparo pro-

movido por doña DoLores y doña

Crist ina Vil lanueva Méndez.

SOBRE: Sentencia del Magistrado

Unipersonal de Ia Sección Ter-

cera de la Audiencia Provincial

de Madrid y autos aclaratorios

posteriores gue estiman en par-

te el recurso de apelación for-

mulado por el condenado contra

la Sentencia de1 Juzgado de

Instrucción núm. 5 de Móstoles

en juicio de faltas por

imprudencia.

La Sección ha examinado el recurso de amparo inter-
puesto por doña Dolores y doña cristina vil lanueva Méndez y en
su virtud ha decidido dictar el siguiente

AUTO

I. ANTECEDENTES

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro

General de este Tribunal el 28 de dicj_embre de L99L, la
Procuradora de los Tribunales doña María RodrÍguez puyo1,

actuando en nombre y representación de doña Dolores y doña
cristina villanueva Méndez, interpuso recurso de amparo conLra

la sentencia pronunciada por el Magistrado unipersonal de l-a
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sección Tercera de la Audiencia provincial de Madrid, de 29 de
octubre de L991, y autos aclaratorios post,eriores de 19 de
noviembre y 3 de diciembre de 1991, gü€ estimaron en part,e eL
recurao de apelación interpuesto por el condenado contra la
sentencia del Juzgado de rnstrucción núm. 5 de Mósto1es,
recaída en el juicio de faltas nr1m. L9g6/L9gg seguido por
imprudencia.

2. E1 recurso tiene su origen en los siguientes an-
tecedentes de hecho:

A) Las demandantes resultaron lesionadas a
consecuencia de un accidente de tráfico ocurrido tras la
colisión de su vehiculo con el conducido por don Jaime Isaac
szpilka zachaarek. En el- act,o deL juicio oral, celebrado tras
una suspensión acordada para citar a la compañía aseguradora
de l  veh l cu lo  conduc ido  po r  e l  S r .  Szp i t ka  (U .N .E .  S .A .  )  ,  e l
Ministerio FiscaL interesór €rr apl icación de 1o dispuesto en l-a
Ley orgánica 3/1989 t que eL sr. szpilka indemnizase a las
recurrentes en dist intas cantidades y que se declarase la
responsabi l idad c iv i l  d i recta de u.N.E.s.A.  hasta e l  l lmi te  de1
seg:uro obligatorio. El Letrado de las demandantes manifestó
que sóIo disentia de la cal i f icación del Fiscal en el sentj-do
de recramar 6.000 pts. por dfa de incapacidad en rugar de
5.000,  y  en pedi r  e l  20 por  100 de in terés anual  desde la  fecha
del accidente con car!tro al asegurador (art. 20 de la Ley de
contrato de seguro). La defensa del acusado pidió la
absoLución civi l  y penal de su cfiente por aplicación de lo
d ispuesto en e l  ar t .  6  b is  b)  de l  Código penal .

B) El Juez de Instrucción pronunció Sentencia ¿g
voce en Ia güer sin hacer pronunciamiento sobre la
responsabilidad penal tras la entrada en vigor de la Ley
orgánica 3/L9s9, condenaba aI conductor acusado aI pago de
dist intas indemnizaciones con e1 recargo del 20 por j-00 desde
la fecha del accidente, de 1as que responderfa la compañfa
U.N.E.S.A.  hasta e l  l l rn i te  de l  seguro obl igator io .
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En el mismo acto, €f condenado y su compañla de

seguros apelaron de Ia Sentencia yt con posterioridad, se

notif icó a las partes el texto escrito de la ¡nisma.

C) Emplazadas ante 1a Audiencia para la

sustanciación de1 recurso de apelación, se personó la compañÍa

de segu ros U.N.E.S.A.  como apelante adher ido,  € l  condenado,  en

concepto de apelante, y las hoy recurrentes en calidadr según

manifestaron en su escrito de personación, de apeladas. En la

vista de1 recurso, los apelantes solicitaron que se rechazasen

o revisasen las indemnizaciones f i jadas en Ia Sentencia y que

no se apl icasen los in tereses de1 20 por  100;  Ias per jud icadas

se adhi-r ieron a l-a apelación en ese acto e interesaron que " 6e

declare a u.N.E.  s .A.  responsable c iv i l  de todas las

indemnizaciones recogidas en la Sentencia", la confirmación de

la misma en todo Lo demás, asi como que los intereses del 20

por 100 se aplicasen desde el día si-guiente a transcurridos

tres meses desde la fecha del accidente.

D) La Audiencia Provincial estimó parcialmente el

recurso en 1o reLativo a la fecha inicial del devengo de los

intereses de1 2A por 100 y, aunque en sus fundamentos jurfdicos

afirmaba la responsabilidad civil- directa de Ia compañía

U.N.E.S.A.  hasta eL Lín i te  del  seguro obl igator io ,  en e l  fa l lo

únicamente se hacía mención a que la entidad aseguradora era

responsable civil directa de las indemnizaciones correspondien-

tes. Esto motivó que las demandantes pidieran Ia aclaración

del falto en el sentido de si éste declaraba la responsabil idad

civil directa de la compañia de seq¡uros dentro de los lfmites

del seguro obligatorio <¡ si cabía entender que el mismo era ex-

tensible también al voluntario, a lo que se accedió, mediante

Auto de 19 de noviembre de 1-991, en el sentido de que la compa-

ñía responsable civil directa respondería exclusivamente en los

lÍmites del seguro obli-gatorio.

E) En una nueva acLaración pedida de1 Auto ante-
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r ior ,  las actoras,  con invocación de1 ar t .  24 C.8. ,  señalaban

el aparente error sufrido en aqué1 por cuanto eI fallo del

mismo parecfa referirse al segturo vo}untario y no al

obligatorio. Ante esta peticiónr üD nuevo Aut'o de 3 de

diciembre de l-991 no daba lugar a la aclaración pedida, por

cuanto, afirmaba, " lo que se discute es una cuestión de fondo,

y además la condición de parte apelada de quien pide la misma

en el acto de l-a vista en esta segunda inst,ancia, no procede

acordar  la  condena de la  compañía de seguros U.N.E.S.A.  como

responsable civi l  directa sino hasta el l ímite de la coberLura

del seguro obligatorio, en virtud del principio procesal de la

reformat,io in peius " .

F') A Ia vista de las actuaciones, salvo la declara-

ción del- Sr. Szpitka obrante en el fol- io veint, isiete -en la que

afirmó tener eI veh1culo asegurado en la Unión Europea de Se-

guros (U.N.E.S.A.)  en la  modal idad de a todo r iesgo-r  r lo  apare-

ce aportada ni acreditada documentalmente Ia póliza del

vehÍculo, ri consta que ninguna de las partes haya pedido su

aportación a los Autos.

3. Se basa el recurso en la violación del derecho

constit ,ucional a la tutela judicial efectiva producido a las

demandantes en el rlltimo Auto aclaratorio de 3 de diciembre de

1991. A este respecto argumentan que la Sentencia de apelación

hacfa caso omiso a las pretensiones Qü€r en la adhesión al re-

curso en e l  acto de la  v is ta,  h ic ieron las actoras.  Ael ,  € l

Auto aclaratorio de 3 de diciembre dotaba a la Senüencia de ae-

gunda inst,ancia de la motivación de que originariament,e

carecia, con lo que l-a Audiencia subsanó la vulneración

constitucional que denunciaban las recurrentes en su solicit ,ud

de aclaración, pero al mismo tiempo consumaba definitivamente

una nueva vu lnerac ión de1 ar t .  24.L C.E.  a l  incurr i r  en una

interpretación inconstitucional de la prohibición de reformatio

in  pe ius .

De las numerosas resoluciones que ha pronunciado el
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Tribunal Constitucional en materia de reformatio in peius en

los juicios de faltasr s€ desprende que ésta viene producida

cuando el recurrente ve empeorada su condición jurldica a con-

secuencia de su propio recurso. Por su parüe, la responÉtabif i-

dad civil ex delicto queda plenamente integrada en la garantfa

de inüerdicción de la reforma peyorativa, que resulta constitu-

cionalmente prohibida cuando el Juez de Ia alzada actúa de ofi-

cio a1 margen de las pretensiones de las partes, siempre que

esa actuación no resulte determinada Por la necesaria

observancia de normas de orden público; pero cuando se produce

la adhesión al recurso de una de las partes apeladasr S€ ha de

entender que 1a misma adquiere Ia condición de apelante y

confiere al Juez facultades para empeorar la condición del

originarj-o apelante.

La Sección Tercera de ]a Audiencia Provincial de

Madrid ha negado virt,ualidad impugnatoria a la formulaci-ón del

recurso por adtresión de l-as actoras t Y t con el pretexto de

socorrer const,itucionalmente a la aseguradora recurrente, priva

de tutela judicial a las dernandantes, quienes dedujeron una

pretensión parcialmente revocatoria de la Sentencia.

Se ha negado de esta manera una resolución sobre eI

fondo de Ia cuestión sometida a debate, porque si bien es cier-

to que ta estimación del recursor PoI adhesión, de las mismas

hubiera supuesto un empeoramiento de Ia condición de la compa-

ñÍa aseguradora, el mismo no tendria su origen en la propia

impugnación de ésta sino en el legftimo recurso sostenido por

las partes perjudicadas.

Nos encontramos, pues, ante una interpret'ación de

1a significación y alcance de la reforma peyorativa opuest,a a

la que reiterada y constantemente ha efectuado el Tribunal

Constitucional, 1o cual ha supuesto que las demandantes se ha-

yan visto privadas de su derecho a obtener una resolución de

fondo sobre una cuestión que sometieron a debate en eI acto de

ta vista. El1o supone una denegación de Ia tutela judicial
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e fec t i va  reconoc ida  en  e1  a r t .  24 . I  C .E .

Terminaban solicitando que se declare la nulidad

parcial de la Sentencia y radical de los Autos impugnados, a

fin de que la Audiencia entre a conocer en el fondo del recurso

de apelación que por vía de adhesión formularon las actoras.

4. Mediante providencia de Ia Sección Tercera, Sala

Segunda, de este Tribunal se acordó, conforme a lo que determi-

na eI art. 50.5 de la LOTC, conceder al recurrente en amparo un

plazo de diez días para que aportase copia, traelado o certifi-

cación del escrito de interposición del recurso de apelación,

del acta de la vista y del escrito de interpoeición del recurao

de aclaración; extremcls que fueron cumplimentados en su escriLo

de 20 de marzo d.e L992. DeI mismo modo se cumplimentó el

requerimiento hecho en la posterior providencia de 27 de abril

de L9g2 en el- sentido de acreditar la fecha de notif icación del

Auto de 19 de noviembre de l-991.

5. A través de una nueva providencia de L4 de

septiembre de L992, fa Sección acordó, d€ conformidad con 1o

dispuesto en el- art. 50.3 de la LOTC, conceder al demandante de

arnparo y al Ministerio Fiscal e1 plazo común de diez dfas para

que formulasen, con las aportaciones documentales que procedan,

Ias alegaciones que estimen pert inentes en relación con Ia ca-

rencia manifiesta de contenido constitucional de la demanda

Ia r t .  50 .1  c )  LOTC] .

6. En su escrito de alegaciones' que tuvo entrada

en el Registro General- de este Tribunal el 1 de octubre de

Lgg2r s€ sostiene por l-as recurrentes eL contenido constitucio-

nal de la demanda en base a que el Tribunal de apelación efec-

tuó una interpretación sobre la reformatio in peius contraria a

la doctrina constitucional, pues se negó a conocer del fondo

del recurso admitiendo que el1o supondrla una vulneración de

tal principio. Nos encontramos con una interpretación errónea

sobre el signif icado y alcance de la interdicción de la reforma
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peyorativa, que forma parte del derecho a 1a Lutela judicial

efectiva, y dado que no vulnera esta interdicción 1a Sentencia

que empeora la situación del- apelante cuando acoge peticiones

deducidas por vía adhesiva por una part'e apelada, la Audiencj-a

Provincial, al sostener 1o contrario, atr ibuye a dicho

principio un al-cance diverso aI establecido por eI Tribunal

Const i tuc ional .

El ef ecto de t,odo ello fue que se privó a las

recurrentes de su derecho de acceso al recurso guer por vfa

adhesiva, habían formulado y se les negó su derecho a obtener

una resolución de fondo. La Sentencia con sus Autos aclarato-

rios sustituye el cri terio sentado por e1 Tribunal Constitucio-

nal con fa afirmación de que la prohibición de reformatio in

neius funpide Ia virtualidad del recurso adhesivo.

por todos 10s ant,eriores motivos interesa la

admisión a trámite del recurso de amparo Y, en su dÍa, su

estimación.

7. El Fiscal, en sus alegaciones de 3 de octubre de

Lggz, interesó que 6e reclamase testimonio de las actuaciones

de primera instancia y apelación dado que lo recogido en el

acta de la vista del recurso no es suficientemente expresivo de

1as auténticas pretensiones de las partesr aunque la

contestación dada en eI Auto de 3 de diciembre de L991 no

significa que el Tribunal se niegue a entrar en eI fondo de Ia

apelación sino que en eI recurso de aclaración no se pueden

venti lar cuestiones de fondo. En atención a esta sol icitud del

Ministerio Públicor Por providencia de 15 de octubre de L992,

la Sección recabó del Juzgado de Instrucción núm. 5 de Móstoles

y de la Audiencia Provincial de Madrid la remisión de }as

actuaciones correspondientes al juicio de faltas y ro1lo de

apelac ión.

8. Remit idas las mismas, y a su v ista,  e l  Fiscal

elevó nuevo escrito de alegaciones el 5 de diciembre de L992'
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En é1 verif ica un detal lado examen de las actuaciones de las

que resalta los siguient,es extremos: Ia inexistencia de una

constancia documental de 1as pólizas de seqluro del vehículo de1

condenado, el hecho de que l-as recurrentes en amparo no discu-

t iesen en el juicio oral de la petición indemnizatoria del

tr iscal hasta el l ínite del seguro obligatorio ni reclamasen en

ningún momento la aportación de las pólizas de segurot Yt asf

mismo, e1 hecho de que, aungue en la vista del recurso pidieron

que se declarase a U.N.E.S.A.  responsable de todas las indemni-

zacionesr tro argumentasen esta petición ni exigiesen prueba de

la existencia del segJuro volunt'ario.

A resultas de todo el lo e1 primer Auto aclaratorio,

de un término ciertamente confuso, deja claro que la

responsabil idad civi l  ha de circunscribirse a los l ímites del

seqluro obligatorio a la vista de lo actuado y de 1o pedido en

e1 juicict. El Segundo Auto aclaratori<¡ no plantea, a su

juicio, formalmente un problema de reformatio in peius sino que

su contestación primera y básica es que no procede la

aclaración porque tal remedio no está previsto para entrar en

eI fondo. A este argumento se añade otro, 9tr8 Si no es

afortunado sí es explicable, cual es el de la reformatio in

peius. Es cierto que la adhesión a la apelación convierte en

apelante al que se adhiere e irnpide la reformat'io in peius

cuando quien se adhiere esr además, coherente con lo que

solicitó en primera instancia. Este argumento rlnicamente aPoya

aI principal y no obsta al hecho de que eI primer Auto

aclaratorio habla aclarado de manera indudable la Sentencia de

apelación; cualquier intento de vaciarlo no era otra cosa que

el deseo de la parte de lograr su pretensión de fondo.

consecuentemente con Io expuesLo, dI no haberse

plant,eado en eI proceso razonabl-emente la pretensión de condena

por eI seguro volunt,ario ni haberse pedido Ia aportación de la

póliza, tanto las Sentencias de primera instancia como la de

apelación han dado respuesta adecuada a las pretensiones

formuladas ya que únicamente se pidió en el proceso Ia condena
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denLro de 1os l lmites del seguro obligatorio. Estima, pues, 9ü€

Ia demanda carece de contenido constitucional y gue Procede su

inadmisión.

IT. FIJNDAMENTOS JURIDICOS

1. Tras e1 examen de las actuaciones remi-t idas por

los órganos judiciales y de las alegaciones formuladas tanto

por Ias recurrentes como por el Mini-sterio Fiscal, preciso ea

mantener nuestro iniciaL criterio, puesto de manif iesto en la

providencia de L4 de noviembre de 1992, de que }a demanda

carece de contenido const,itucional y que concurre eI supuesto

de inadmis ión prev is to en eI  ar t .  50.1 c)  LOTC.

En efecto, Ia demanda acusa una vulneración del de

recho a la t,utela judicial efectiva, reconocido en el art. 24.1

C.E. r €o tanto que una interpretación contraria a la doctrina

constitucional en rel-ación con la prohibición de reforma

peyorativa, efectuada por la Audiencia Provincial en su Auto de

3 de dicienbre de 1991, determinó la negativa de ésta a pronun-

ciarse sobre el- fondo del recurso planteado de manera adhesiva

por las recurrentes. A su juicio, la adhesión al recurso de

apelación liberaba al- órgano judicial de La limitación

det,erminad.a por Ia pretensión de las demás apelantes y le

obligaba a pronunciarse sobre l-a pretensión deducida en el

recurso adhesivo. A1 no hacerlo asl se les ha negado su derecho

a obtener una resolución de fondo Yt con el lo, la tutela

judiciat efectiva a que las demandantes t ienen derecho.

2. Reiterad,amente ha dicho este Tribunal que Ia

interdicción de la reforma peyorativa constit'uye un principio

general de derecho procesal que forma part'e del derecho a la

tutela judicial efectiva del art. 24 de la Constit 'ución' a

través del régimen de garantias legales de los recursos t Y t en

todo caso, de la prohibición constitucional de indefensión. A



ffiffiffi
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
ffi&iwffisf,ew *

T

u-
I

.9
o

e
o

E

o
4
6

4

I

0 0440837
- 10 -

resultas de el lo, fa condición jurÍdica de un recurrente no

puede resultar empeorada a consecuencia de su propio recurso.

Esta garantía es extensible a La reÉponsabit idad civi l  ex

delicto puesto que aI Juez ad guem le está vedado decretar una

responsabilidad civil que supere eI límite de la ya acordada en

primera instancia, si no ha existido pedimento alguna en Ia

segunda  (as í ,  en t re  o t ras ,  SSTC L5 /L987 ,  L t6 /L988  y  202 /L988r .

Por eI contrario, no tendría lugar una reforma peyorativa de la

Sentencia cuando e1 empeoramiento de la situación jurídica de

recurrente se ha producido como consecuencia de Ia adhesión al

recurso de apelación que, como hemos dicho en otras ocasiones,

pueden verif icar 1as partes de un juicio de faltas en el mismo

ac to  de  l a  v i s t a  (SSTC L63 /L986  y  242 / t 988 ) .

Ahora bien, Ia adhesión aI recurso de apelación y

la pretensión revocatoria d.e la Sentencia formulada en dicha

via ha de ponerse en conexión con la articulada en primera

ins tanc ia  ( ssTc  53 /L987 ,  92 /L987  y  40 /L99Or ,  pues  só lo  una

posición procesal coherente con la mantenida en el proceso

inicial convert iría en apelante a quien se adhiere y

ealvaguardaria a las demás partes de peticiones sorpresivas o

desconectadas con aquello que haya sido objeto de discusión y

prueba en aquél.

3. Es con estas bases de part, ida con las que hay

que examinar el tema suscit,ado en este recurso de amparo. Se-

gún resulta de las actuaciones, en el acto del juicio oral las

recurrentes nada adujeron sobre la petición del Fiscal de que

las indemnizaciones a su favor quedaran circunscritas a los If-

mites del seguro obligaüorio, ni plantearon recfamación alguna

en 1o relativo a la constancia en Autos de la existencia o no

de póliza de seguro voluntario. fampoco tras }a atípica -por no

prevista en La Ley- Sent,encia in voce y Ia posterior notif ica-

ción deI texto de la misma, recurrieron en apelación. No fue

hasta la vist,a del- recurso cuando se adhir ieron a éste y pidie-

ron que se declarase a la  compañla U.N.E.S.A.  " responsable de

todas las indemnizaciones recogidas en la Sentencia", sin
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argumentar la razón de esta petición ni proponer prueba

tendente a demostrar Ia existencia del seguro volunt,ario.

No hay duda de que las recurrentes han obtenido

respuesta, en Ia Sentencia, a 1o que constitufa uno de los

motivos de su recurE¡o: la fecha a part ir de la cual debla

computarse el recargo del 20 por L00 en las indemnizacionee.

Tampoco la hay en cuanto a que eI órgano judicial se ha

pronunciado, en e1 primer Aut,o aclaratorio, sobre otro de los

motivos: que la responsabilidad civil directa de la compañía

U.N.E.S.A.  ha de c i rcunscr ib i rse a los l Ími tes del  seguro

obligatorio. Cuando en el segundo Auto aclaratorio aquél

afirma que su pronunciamiento aLinente a Ia reaponsabilidad

civi l  directa no puede extenderse hasta eI punto de incluir en

eI ámbito del seguro voluntario Ia cobertura de las

indemnizaciones, porque 1o que se decidiría en tal caso con la

aclaración "es una cuestión de fondo", no hace sino afirmar

algo indudable: que e1 primer Auto de aclaración habfa aclarado

definiLivamente Ia Sentencia y que cualguier pretensS-ón

tendente a modificarlo no era sino un intento de que se

decidiera a favor de los recurrentes Ia cuestión de fondo.

Ateniéndonos, pues, df primer Auto aclaratorio como

rl l t ima resolución judicial recurrible en amparor tro puede

compartirse Ia tesis de las actoras de que tanto éste como la

Sentencia impugnada les haya privado de su derecho a obt'ener

una resolución de fondo sobre una cuestión que sometieron a

debat,e en eI acto de la vista. En primer lugar, porque aqué}Ias

no plantearon nuncar €tr eI transcurso de} procesor Una

pretensión razonable de condena que incluyese eI seguro

voluntario, ni se preocuparon de pedir Ia aportación de las

póIizas que acreditasen su existencia y vigencia. En segundo

lugar, porque e1 pronunciamienLo sobre el fondo de su

pret,ensi-ón 1o han obtenido tanto en primera instanciar €tr donde

únicamente el Fiscal instó que las indemnizaciones por é1

pedidas quedasen incluidas en los límites de} seguro

obligatorio sin que nadie defendiese lo contrario durante el
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desarrol lo del juicio, como en segunda instancia, en Ia que

ninguna pretensión nueva se había añadido salvo una váIida

adhesión a Ia apelación carente de apoyo argument'al y

probat,orio. En conclusión, no se ha causado vulneración alguna

del  ar t .  24.L C.E.  puesto que n inguna respuesta jud ic ia l  ex j -g fa

una petición que no fue válidamente planteada ni sometida a

debate en el acto de la vista.

En atención a todo lo e:<pue8to, la sección acuerda

Ia inadmisión d.el presente recurso de €unparo y el archivo de

las actuaciones.

Madrid, doce de febrero de mil novecientos noventa

y  t res .
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